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Accionante: Carlos Uriel Valdés Cifuentes
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Decisión: Concede amparo

siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / ERRORES EN LA VINCULACIÓN DE PROCESADO VINCULADO COMO PERSONA AUSENTE.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, o en este caso las personas en contra de quienes se ha proferido una sentencia condenatoria y la misma se encuentra ejecutoriada, es ante el Juez que vigila la ejecución de su pena, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
La jurisprudencia constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005 fue consolidando una serie de requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. (…)
… la irregularidad procesal invocada fue determinante en la afectación del derecho fundamental invocado. En este sentido, debe recordarse que el artículo 170 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, so pretexto de incurrir en una violación al debido proceso en concordancia con la defensa, que hace parte del núcleo del primero. 

En el caso que nos ocupa, y de conformidad con la información obrante en el expediente, considera esta Colegiatura que más allá de pretenderse controvertir el fondo de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, y los argumentos que fueron tenidos en cuenta para su proferimiento, se debe dilucidar es si se cometieron o no yerros en el trámite de declaratoria de persona ausente…
En el presente asunto el accionante invocó la causal denominada “defecto procedimental absoluto”, el cual se considera atinado de cara a la naturaleza del debate, que como ya se dijo, no guarda relación con el fondo de la decisión o sus argumentos, sino con yerros de naturaleza procesal. (…)
En conclusión, para la Sala, tanto la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, como los Juzgados Primero Penal Municipal de Garantías y Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de esa localidad, quebrantaron el derecho al debido proceso del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes, a quien se le siguió un proceso penal sin su presencia, cosa que en la práctica sería válida, si no fuera porque no se hicieron absolutamente todos los esfuerzos necesarios para procurar la ubicación del procesado y su correspondiente comparecencia al proceso.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor CARLOS URIEL VALDÉS CIFUENTES, por intermedio de apoderado judicial, en contra del JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, y otros, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió el accionante que la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) radicó denuncia en contra del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes en las calendas del 23 de septiembre de 2010, por incurrir presuntamente en la conducta de omisión de agente retenedor o recaudador, al abstenerse de consignar en los meses de noviembre y diciembre de 2007, las sumas recaudadas por concepto de IVA, como era su deber por ostentar la calidad de Representante Legal de la empresa Confecciones CAVACI E.U, cifra que ascendía a $1’122.000. 
El señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes salió del país el 8 de julio de 2014 con rumbo hacia Chile; pero aclaró que nunca fue informado que fuera requerido por alguna autoridad judicial, ni que se estuviera adelantando en su contra algún proceso penal, además, al presentarse en el aeropuerto con sus documentos de identificación no fue detenido ni se obstaculizó su salida.   

El 16 de diciembre de 2016, 6 años después de la radicación de la denuncia, el señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes fue declarado persona ausente en audiencia celebrada ante el Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas con función de Control de Garantías, y el 13 de enero de 2017, bajo esa calidad, se le formuló imputación por parte de la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, por el mencionado delito de omisión de agente retenedor o recaudador. 
Por otro lado, menciono el profesional del derecho, que a su prohijado se le dirigieron las comunicaciones a la dirección Manzana 6 casa 24 del Barrio Campestre C, pero para cuando las mismas empezaron a surtirse, él ya no se encontraba domiciliado en esa vivienda, además, la Fiscalía General de la Nación no agotó otros mecanismos de búsqueda suficientes, como poner en conocimiento el asunto a las autoridades de migración para limitar la movilidad de su representado, o citarlo a través de correo electrónico conocido dentro del Certificado de Existencia y Representación Legal de Confecciones CAVACI E.U.

Así mismo, estando el asunto a instancias del Juzgado de Conocimiento, 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, el Despacho procuró requerir al procesado para que compareciera, pero lo cierto es que cuando en la fecha 10 de mayo de 2017 el Citador se dirigió a la dirección anteriormente citada suscribió constancia en estos términos: “la señora Mariana Cardona manifiesta no conocer al señor Valdés Cifuentes, indicando que ella hace ocho meses vive en dicha residencia, que de pronto fueron los anteriores inquilinos”, pero esta circunstancia no fue atendida por el Despacho, porque tras haber sido aplazada dicha audiencia, la citación para la diligencia nuevamente programada se dirigió al mismo lugar. 
Proferida la sentencia condenatoria, se indicó en ella que el señor Carlos Uriel se encontraba residenciado en la Manzana 6 Casa 24 Campestre C, Dosquebradas, aun cuando el Juzgado ya tenía conocimiento que no era así, ni siquiera para el momento de la declaratoria de persona ausente; sin embargo, se le impuso una condena de 48 meses de prisión, sin concederle ningún subrogado penal.  

La sentencia condenatoria no fue apelada por la Defensora encargada, de allí que la misma quedara ejecutoriada. 
El señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes tuvo conocimiento en el mes de noviembre de 2019 que le adeudaba dinero a la DIAN, por ello realizó un pago de $500.000 el día 27 de ese mes y año. 
En el mes de febrero de 2020, el señor Carlos Uriel se enteró a través de su ex esposa que en Colombia le habían iniciado un proceso penal, momento a partir del cual se comunicó con él para que iniciara los trámites necesarios para ponerse a paz y salvo, realizando dos pagos adicionales en febrero y marzo, en sumas de 1’600.000 y 2’615.000. 
Durante el mes de marzo de 2020, debido a la cuarentena en que nos encontrábamos con ocasión del Covid-19, y por la suspensión de términos en los Despachos Judiciales, fue difícil obtener información del Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, además, tampoco se podían apostillar los poderes, pues varios consulados se encontraban cerrados; sin embargo, con la expedición del Decreto 806 de 2020, con el que se abrió la posibilidad de presentar poderes solo con antefirma y sin necesidad de presentación personal, en el mes de agosto de 2020 se solicitó al Despacho el expediente del proceso penal que se surtió con el número de radicado 66170-60-00066-2010-01540 en contra del señor Carlos Uriel. 
El 3 de septiembre del 2020, el accionante recibió el expediente del proceso penal proveniente del Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, y una vez realizado el estudio del mismo, observó falencias relacionadas con la declaración de persona ausente; en primer lugar, resaltó que sí el interés de la Fiscalía era el de ubicar al señor Carlos Uriel para ponerle en conocimiento su situación jurídica, no realizó oficios dirigidos a migración para que él no pudiera salir del país. Sostuvo también que la denuncia penal fue interpuesta en el año 2010, y solo hasta el mes de mayo de año 2014 la Fiscalía inició los trámites para ubicar al investigado, limitándose a marcar números telefónicos y a buscar en una dirección que él tenía registrada, sin contar con que la gente que paga arriendo se muda constantemente. 

Sostuvo que en los actos del Servidor de Policía Judicial, Juan Pablo Toro Franco, todos realizados en mayo de 2014, ese funcionario no dijo nada con respecto a la dirección física Manzana 6 casa 24 del Barrio Campestre C, Dosquebradas, sino que la dirección a donde se desplazó fue la Carrera 9 No. 32-75 del Barrio Santa Isabel, dirección que él desconoce. Pero, en suma, los actos adelantados por la Fiscalía no eran suficientes para determinar que se agotaron los mecanismos de búsqueda y citaciones suficientes y razonables para la comparecencia del procesado, en tanto que no existe en el expediente prueba que corrobore si se realizaron citaciones por parte de la Fiscalía para que el señor Carlos Uriel tuviera conocimiento de la investigación penal que se estaba adelantando en su contra.  

Finalmente, puso de presente que en el expediente no obra ningún documento relacionado con la declaratoria de persona ausente que se llevó a cabo el 16 de diciembre de 2016 ante el Juzgado 1º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Dosquebradas. 
Acorde con lo anterior, el libelista considera quebrantados los derechos fundamentales al debido proceso, defensa, igualdad, libertad, honra, buen nombre y buena fe. 
Para la procedencia de la acción tutelar, el accionante aludió que se cumplen los requisitos generales decantados por la Corte Constitucional, e invocó como causales específicas una violación directa de la Constitución y decisión sin motivación. 
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante elevó las siguientes: 

“PRIMERO: Que se deje sin efectos la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda dentro del proceso adelantado en contra del señor CARLOS URIEL VALDES CIFUENTES, mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía número 10.022.848 expedida en Pereira, con radicado No. 66170-60-00066-2010-01540 por el delito de Omisión de Agente Retenedor o Recaudador.  

SEGUNDO: Que se TUTELE a mi poderdante el Derecho Constitucional al Debido Proceso, el Derecho a la igualdad, libertad, defensa, honra, buen nombre y buena fe y los demás que se prueben vulnerados.  

TERCERO: Subsidiariamente se solicita que, en el caso de que se pruebe que la audiencia de declaratoria de persona ausente que se llevó a cabo el día 16 de diciembre de 2016 por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Dosquebradas, Risaralda no cumplió con los requisitos de ley, se deje sin efectos la misma y se proceda a reanudar el proceso penal desde esa instancia dejando sin efectos las actuaciones posteriores con el fin de preservar el derecho fundamental al debido proceso.”
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión y conformación del contradictorio: 

- El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda al JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, LA FISCALÍA 08 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS Y EL JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE DOSQUEBRADAS. En ese mismo proveído se ordenó la vinculación oficiosa de las demás partes e intervinientes dentro de la actuación penal objeto del disenso.  

-  En auto posterior se ordenó requerir al Juzgado 2º Penal Del Circuito de Dosquebradas y a la Fiscalía 8 Seccional de ese mismo municipio, para que allegaran constancia de los oficios por medio de los cuales se intentó notificar al Procesado del trámite adelantado en su contra, especialmente donde se pudiera apreciar a qué dirección física fueron dirigidas, si se enviaron comunicaciones al domicilio contractual y a la vivienda de dicho ciudadano, y además, de manera prevalente, allegaran aquellas constancias o certificaciones de notificación que se procuraron antes de la declaratoria de persona ausente. 

2. Intervenciones:

- El Dr. Jairo Alberto López Morales, titular del Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, refirió inicialmente que ese Despacho le dio respuesta oportuna al accionante cuando pidió que se le suministrara copia del expediente del proceso penal adelantado en contra de su prohijado, aun cuando existía la prohibición de ingreso a las sedes Judiciales por disposición del Consejo Superior de la Judicatura, sumado a que el proceso se encontraba en el archivo del Juzgado, remitiéndole el expediente digital por correo electrónico a los 12 días hábiles desde la fecha en que radicó su solicitud. 
Refirió que en el proceso, donde el señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes estuvo representado por la Defensora Pública Isabel Amparo Flórez Gil, se llevaron a cabo ante ese Despacho las audiencias de formulación de la acusación, preparatoria, juicio oral, sentido de fallo y lectura de sentencia condenatoria; y una vez quedó ejecutoriada la sentencia, se ordenó la remisión del proceso ante los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de este Distrito para la vigilancia de la pena impuesta.
Por otro lado, argumentó que todos los trámites procesales se ciñeron a la norma, y que el investigado se encontraba efectivamente declarado como persona ausente, sin embargo, el Despacho procuró su ubicación a través de las direcciones aportadas por la Fiscalía, consiguiendo resultados infructuosos. 
Pero, frente a las falencias alegadas por el ahora accionante, con respecto a la declaratoria de persona ausente, anotó que esa situación fue definida por el Juzgado 1º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Dosquebradas el 16 de diciembre de 2016, sin que al trámite puesto en su conocimiento se allegaran las diligencias y trámites realizados para ordenar tal declaratoria, por lo que no se podía discutir si tal decisión se ajustó o no a la norma.

El señor Juez consideró que en este caso no se acreditó la vulneración a ningún derecho fundamental por parte del Despacho que dirige, y resaltó que tampoco se encuentra satisfecho el requisito de la inmediatez, por cuanto el accionante afirmó que el interesado se enteró de la sentencia desde el mes de febrero de 2020, y solo hasta septiembre decidió interponer esta acción constitucional. 
De igual manera, expuso que le resulta evidente el compromiso que tiene el señor Carlos Uriel en el proceso penal, tanto que procuró llegar a un arreglo con la DIAN pagando cuatro millones setecientos quince mil pesos ($4.715.000.oo), con lo que asintió que conocía de la deuda que tenía con esa entidad, y que con dicha omisión afectaba el erario público, porque en su calidad de representante legal de la empresa CONFECCIONES CAVACI E.U, dejó de consignar los valores correspondientes al IVA recaudado por las ventas realizadas en su empresa en el período 06 del año 2007, a sabiendas que era una obligación suya, lo que en últimas fue el sustento de la sentencia condenatoria. 
En un giro del tema, indicó que si el profesional del derecho que representa los intereses del señor Carlos Uriel está solicitando que se verifique el trámite de declaratoria de persona ausente requiriendo al Juzgado de Control de Garantías, es porque él no lo ha hecho, en otras palabras, está fundando su petición en meras suposiciones, porque no aportó los registros de las audiencias previas a la declaratoria de persona ausente y la argumentación que tuvo la juez de instancia para tomar esa decisión, especialmente cuando para ello es necesario que se agoten varios trámites procedimentales. 
Finalmente, sostuvo que la información que según el accionante se debió brindar a Migración Colombia para impedir la salida del país del señor Carlos Uriel Valdés, resulta desatinada, porque a él jamás se le impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad o alguna que le impidiera salir del país, entonces, aunque en su contra cursara una investigación, podía hacerlo libremente.

Pidió que se declare la improcedencia de esta acción de tutela, porque existen otros medios de defensa idóneos para resolver la situación planteada por el accionante en su escrito, porque ese Despacho no ha vulnerado derechos fundamentales del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes, y porque este debate escapa de la órbita de acción del Juez de tutela. 
En respuesta al requerimiento que se le hiciera por el Despacho sustanciador de manera posterior, la Secretaria del Juzgado, Dra. Juliana García Gallego expuso que “la dirección de notificación realizada por el Despacho se encuentra en el expediente correspondiente al radicado 66 170 60 00066 2010 01540, donde consta que se realizaban en la Manzana 6 casa 24 campestre C de Dosquebradas.” y que “…no tenemos conocimiento respecto del trámite de declaratoria de persona ausente adelantado por la Fiscalía 08 Seccional de Dosquebradas al señor Valdés Cifuentes, ante el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas”.
- La Dra. Gilma Adriana Salazar Quevedo, representante judicial de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, señaló que en su criterio, al señor Carlos Uriel no se le ha vulnerado ningún derecho fundamental, pues previo a denunciar al contribuyente, esa entidad lo persuadió para pagar las obligaciones tributarias adeudadas, a través de oficios enviados a la dirección que él tenía registrada en el Registro Único Tributario y posteriormente se realizó publicación por aviso; además, resaltó que desde el momento en que un contribuyente presenta declaración de ventas privada sin pago, sabe y es consciente que se encuentra frente a una responsabilidad penal tipificada. De igual manera, enfatizó que las autoridades penales actuaron de conformidad con la ley, y la DIAN estuvo atenta a su cumplimiento.
Finalmente, señaló que el accionante no puede pretender revivir un caso que ya hizo tránsito a cosa juzgada y pidió que se analice el cumplimiento del requisito de subsidiariedad en esta acción; y, por último, deprecó su desvinculación. 

- El Dr. César Augusto Román Román, Juez 1º Penal Municipal de Dosquebradas, indicó que en la labor de investigación adelantada por la Fiscalía en el asunto de la referencia, ese Despacho conoció de las siguientes audiencias preliminares: 

“1. Búsqueda selectiva en base de datos realizada el 10 de octubre del 2014 y en donde se autorizó la búsqueda del investigado CARLOS URIEL VALDES CIFUENTES, tanto en entidades públicas como privadas con el objeto de establecer su paradero en aras de vincularlo a la investigación. 

2. Control posterior de legalidad a la búsqueda selectiva en base de datos realizada el 25 de septiembre del 2015, audiencia en la cual se impartió legalidad a los informes negativos que allegó el investigador respecto a la ubicación del investigado. 

3. Declaratoria de persona ausente realizada el 16 de diciembre del 2016, audiencia en la cual inclusive asistió el procurador judicial y en donde una vez establecidos los requisitos formales se declaró como persona ausente al señor CARLOS URIEL VALDES CIFUENTES, dejando constancia en esa audiencia el nombre del defensor designado por el Sistema Nacional de Defensoría Pública de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 inciso 2º del Código de Procedimiento Penal. Valga resaltar que el inicio de este trámite y el emplazamiento lo realizó en audiencia del 24 de noviembre del 2015 el Juzgado Segundo penal Municipal de esta localidad. 

4. Formulación de imputación realizada el 13 de enero del 2017, y en la cual se dieron a conocer las situaciones factuales de la investigación en presencia de la doctora Isabel Amparo Flórez Gil, como defensora pública designada.”
- El Dr. Robin José Espitia Giraldo, actual titular de la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, con respecto a los reproches formulados por el accionante, puso en consideración que la Fiscalía General de la Nación, previo a adelantar el trámite de la declaratoria de persona ausente, debe agotar todas las opciones posibles para dar con el lugar de residencia, trabajo u otro lugar de ubicación de la persona que se requiere vincular formalmente al proceso, y que esa actividad se lleva a cabo a través de la búsqueda selectiva en base de datos en entidades públicas y privadas, y que en caso de encontrarse una dirección del indiciado, se procederá a su notificación para que se presente y active su derecho de defensa, pues de lo contrario, se procede a su emplazamiento mediante edicto.  
Aclaró que la Fiscalía solo puede solicitar al Juez de Control de Garantías la prohibición de salir del país de una persona, cuando esta ha sido debidamente vinculada a un proceso mediante audiencia de formulación de imputación, lo que en este caso no ocurrió. 
Por otra parte, aunque los resultados de la búsqueda selectiva en base de datos puedan reflejar que la persona salió del país y no una constancia de regreso a Colombia, esa información sirve únicamente para ratificar que no se encuentra en el territorio nacional y que no se tiene conocimiento de ningún dato de ubicación. 

Para concluir, puntualizó ese representante del Ente acusador que el procedimiento mediante el cual se declaró persona ausente al señor Valdés Cifuentes se ajustó a los requisitos de ley, porque en las labores investigativas realizadas no fue posible establecer el lugar de residencia o trabajo de esta personal, quedando habilitada la Fiscalía para solicitarle a la judicatura el emplazamiento mediante edicto, y la posterior vinculación del investigado al proceso mediante la figura de declaratoria de persona ausente y la designación de un defensor público, quien, según él, presentó recurso de apelación para garantizar la doble instancia.  
En relación con el requerimiento que se le hiciera por el Despacho sustanciador de manera posterior, sostuvo el Delegado de la Fiscalía que en el expediente obra constancia de orden a Policía Judicial el 15 de octubre de 2014, firmada por el Fiscal 8 Seccional de la época, quien plasmó en su programa metodológico lo siguiente: “(…) Adelantar las labores necesarias con el fin de establecer los abonados telefónicos y direcciones que fueron obtenidos con la Búsqueda selectiva en base de datos, que fue legalizada el día 10 de octubre de 2014 y por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Dosquebradas , para que se ubique el sitio de residencia o trabajo actual del sindicado Carlos Uriel Valdés Cifuentes (…)”.
Que, de igual manera, aparece el Oficio 0740 del 21 de mayo de 2015 de Bancolombia, donde a petición elevada por el Investigador, se dijo que al señor Carlos Uriel le aparecía como dirección la Mz 4 Cs 5 sin nombre de barrio ni municipio, y con los abonados telefónicos 3424277 y 3127144373. 

Reposa también el Oficio 1872-2015 del 10 de junio de 2015 del Banco de Bogotá, donde se registra como dirección del investigado la Mz 04 Cs 05 sin nombre de barrio, de Dosquebradas y la Mz 06 Cs 24 del barrio Campestre C de Dosquebradas, Risaralda, con los abonados telefónicos 3220095, 3237120 y 3127144373. 
Reconoció el señor Fiscal que el Investigador Pedro José Hernández se limitó a registrar las respuestas dadas por las diferentes entidades públicas y privadas consultadas, pero en relación con la búsqueda de las direcciones y números telefónicos que aparecían a nombre del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes no dijo nada. Además, revisada la carpeta de la Fiscalía, contentiva de 93 folios útiles, no aparece constancia alguna o citación que realizara la Fiscalía 8 Seccional del momento para hacerle saber al procesado que debía comparecer para enterarlo de la investigación que se estaba llevando en su contra, ni para notificarle que debía presentarse a un Juzgado de Control de Garantías para imputarle cargos por la conducta punible citada. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.
2. Problema Jurídico:
El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si en el devenir de la actuación penal adelantada en contra del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes por el delito de Omisión de Agente Retenedor o Recaudador, las autoridades que en él incidieron incurrieron en alguna vía de hecho relacionada con una falta de gestión para vincular formalmente al sujeto pasivo del proceso, y si dichas irregularidades continuaron haciendo eco en las demás etapas procesales por no sanearse los errores relacionados con el llamado del procesado a comparecer ante la Judicatura.  
3. Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, o en este caso las personas en contra de quienes se ha proferido una sentencia condenatoria y la misma se encuentra ejecutoriada, es ante el Juez que vigila la ejecución de su pena, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del Juez Constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el Juez natural al dictar en contra de un ciudadano una sentencia condenatoria.

La jurisprudencia constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005 fue consolidando una serie de requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. 

Así pues, tenemos que los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales son
: 
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
El asunto es de relevancia constitucional, pues debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle las partes involucradas la oportunidad de ser oídos, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. De igual manera, es importante recordar que el principio de publicidad se encuentra inescindiblemente ligado con las bases estructurales del debido proceso, y que éste se materializa con la notificación de todas las decisiones adoptadas en los distintos escenarios judiciales. 

Al respecto, expuso la Corte Constitucional en Auto 065 de 2013: 

“… La notificación es el acto material de comunicación mediante el cual se da a conocer a las partes o terceros las decisiones proferidas por las autoridades públicas, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales. De esta manera, las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad competente.

La Corte Constitucional ha precisado que la notificación no es un acto meramente formal o de trámite, ya que a través de ella se desarrolla el principio de publicidad de las actuaciones públicas (artículo 228 superior) y se garantizan los derechos fundamentales al debido proceso (contradicción y defensa) y al acceso a la administración de justicia, consagrados en los artículos 29 y 229 de la Constitución Política, respectivamente. Al respecto, en Auto 091 de 2002, indicó:

“De esta manera, el acto procesal de notificación responde al principio constitucional de publicidad de las actuaciones públicas, mediante el cual se propende por la prevalencia de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia (artículos 29 y 229 de la Constitución Política), dado que se garantiza el ejercicio de los derechos de defensa, de contradicción y de impugnación previstos en el ordenamiento jurídico.

De suerte que, la notificación del inicio y de las distintas actuaciones efectuadas en desarrollo de un proceso, permiten hacer valederos los derechos procesales constitucionales de los asociados, ya que faculta a las partes y a los intervinientes tanto para oponerse a los actos de la contraparte como para impugnar las decisiones adoptados por la autoridad competente dentro de los términos previstos en la ley.”

En relación con el agotamiento de los recursos ordinarios, previa interposición de la acción tuitiva, podemos afirmar que el señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes no tiene a su alcance ningún otro mecanismo de defensa, porque si bien existe una alternativa judicial para reabrir el debate de una sentencia que se encuentra ejecutoriada, como lo es la acción de revisión, lo cierto es que la situación fáctica planteada no se adecúa a ninguna de las causales o hipótesis que harían procedente dicho trámite. De igual manera, se infiere que no podía hacer uso del recurso de apelación en contra de la sentencia condenatoria, toda vez que no tenía conocimiento que en su contra se estaba adelantando un proceso penal. 
Frente al presupuesto de la inmediatez, la Colegiatura considera que la acción se interpuso en un tiempo razonable, porque si bien la providencia objeto de reproche data del mes de diciembre de 2017, lo cierto es que el accionante afirma haber tenido conocimiento de la misma en febrero hogaño, y debemos tener en consideración que primero debió acudir a los servicios de un profesional del derecho, quien a su vez tuvo dificultades para acceder a la información del expediente y sus actos procesales debido a la declaratoria de emergencia sanitaria que conllevó dificultades de logística en el modus de contactar los Despachos judiciales, lo que bien se conoce que ha generado caos y zozobra en la ciudadanía. 

Por otra parte, vemos que eventualmente la irregularidad procesal invocada fue determinante en la afectación del derecho fundamental invocado. En este sentido, debe recordarse que el artículo 170 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, so pretexto de incurrir en una violación al debido proceso en concordancia con la defensa, que hace parte del núcleo del primero. 
En el caso que nos ocupa, y de conformidad con la información obrante en el expediente, considera esta Colegiatura que más allá de pretenderse controvertir el fondo de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, y los argumentos que fueron tenidos en cuenta para su proferimiento, se debe dilucidar es si se cometieron o no yerros en el trámite de declaratoria de persona ausente, que redundaron en posteriores errores al citar al interesado y sujeto pasivo a la actuación penal que se seguía en su contra.  

Finalmente, es evidente que la discusión planteada no tiene nada que ver con alguna sentencia de tutela. Así, se colige que en el sub examine se encuentran reunidos todos los requisitos generales de procedencia de esta acción. 

Paso seguido, debe este Juez colegiado examinar si los dichos del accionante encajarían eventualmente en alguna de las hipótesis especiales o específicas de procedencia de la tutela, las cuales han sido definidas
 por la Corte Constitucional así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela debe describir claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta “vía de hecho”. 

En el presente asunto el accionante invocó la causal denominada “defecto procedimental absoluto”, el cual se considera atinado de cara a la naturaleza del debate, que como ya se dijo, no guarda relación con el fondo de la decisión o sus argumentos, sino con yerros de naturaleza procesal.

Sobre esta causal de procedibilidad ha dicho la Corte Constitucional lo siguiente:

“Caracterización de la causal genérica de procedencia de la acción de tutela contra fallos judiciales alegada: defecto procedimental.
La jurisprudencia constitucional ha señalado que el defecto procedimental de una sentencia judicial surge cuando el funcionario judicial encargado de adoptar determinada decisión, actúa contrario a los postulados procesales aplicables al caso concreto, desconociéndose de manera evidente los presupuestos legales establecidos, por la cual se deriva en una decisión arbitraria que desconoce derechos fundamentales.

Así, estaría viciado todo proceso en el que se omitan las etapas señaladas en la ley para el trámite y desarrollo del proceso y se afecten las garantías de los sujetos procesales, por ejemplo, cuando se omite la solicitud y práctica de pruebas o la comunicación en la que se da inicio al proceso, actos que permiten la participación de los sujetos procesales en ejercicio de su derecho de defensa. Uno de los escenarios en que el juez puede incurrir en un defecto procedimental es en el desarrollo de la defensa técnica.

Los criterios que se deben tener en cuenta para establecer si existió un defecto procedimental son: i) que en el transcurso del proceso no haya sido posible corregir la irregularidad procesal; ii) que el desconocimiento procesal afecte de manera grave el derecho al debido proceso y tenga repercusiones en la decisión de fondo; y iii) se requiere que el error producido no sea imputable al afectado.”

En atención a lo dicho hasta ahora, considera la Sala que la presente acción de tutela sí cumple los requisitos de procedencia, y en consecuencia se procederán a estudiar de fondo los cuestionamientos del accionante.

Sobre el debido proceso:

Haciendo un análisis más profundo en relación con los postulados del debido proceso, consagrado en el artículo 29 Constitucional, podemos sostener sin temor a equívocos, que el mismo hace parte de ese cúmulo de garantías aplicables a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades; respecto de esta figura en el proceso penal, ha dicho la Corte Constitucional:

“… en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada. En este contexto, la sentencia T-039 de 1998, M.P. Antonio Barrera Carbonell señaló lo siguiente:

“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder punitivo del Estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan verse afectados.

“Las aludidas garantías configuran, conforme al art. 29 de la Constitución, los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa  (derecho a la asistencia de un abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las obtenidas con violación del debido proceso, y a impugnar la sentencia condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y  a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

De esta manera, al desarrollar el derecho al debido proceso, buscó la Carta Política reforzar las garantías que conforman este concepto jurídico. Es por ello que a fin de controlar la capacidad punitiva del Estado la cual puede afectar la libertad personal, la presunción de inocencia y el buen nombre de las personas que se encuentren incriminadas en una actuación penal, dispuso que toda persona sindicada tiene derecho a la defensa, a la asistencia de un abogado para su asesoramiento en las diferentes etapas del proceso, a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, a la posibilidad de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

Así, se evidencia una íntima relación del derecho al debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo este como el derecho que tiene toda persona dentro del ámbito de cualquier actuación judicial en su contra a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, a presentar pruebas, objetar las de la contra parte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. Esta garantía se hace aún más evidente en el procedimiento penal, donde la persona involucrada necesariamente debe estar asistida en todo momento por un abogado, bien sea por uno elegido por él o por el que le sea designado por parte de la Defensoría Pública. 

Sobre el particular, el Órgano de cierre Constitucional ha dicho
: 

“En uniforme jurisprudencia la Corte ha establecido que el defecto procedimental ocurre, cuando el juez de instancia actúa completamente al margen del procedimiento establecido, es decir, se desvía ostensiblemente de su deber de cumplir con las “formas propias de cada juicio”, con la consiguiente vulneración o amenaza a los derechos fundamentales de las partes. En estas circunstancias, el error procesal debe ser manifiesto, debe extenderse a la decisión final, y no puede ser en modo alguno atribuible al afectado.

 

Ahora bien, a partir de la definición de defecto procedimental, esta Corporación ha especificado diferentes conductas u omisiones que pueden conllevar amenazas o violaciones de derechos fundamentales, las cuales permiten la intervención de los jueces constitucionales, a saber: el funcionario judicial pretermite una etapa propia del juicio, da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables al caso concreto, incumple términos procesales, por ejemplo cuando la autoridad judicial restringe el término conferido por la ley a las partes para pronunciarse en ejercicio de su derecho de defensa o desconoce el derecho de defensa de un sindicado en materia penal, omite cumplir los principios mínimos del debido proceso señalados en la Constitución, principalmente, en los artículos 29 y 228.

 

En este sentido, la Sentencia SU-159 de 2002 destacó, a manera de ejemplo de cuando se incurre en defecto procedimental, que “está viciado todo proceso en el que se pretermiten eventos o etapas señaladas en la ley para asegurar el ejercicio de todas las garantías que se le reconocen a los sujetos procesales de forma tal que, por ejemplo, (i.) puedan ejercer el derecho a una defensa técnica, que supone la posibilidad de contar con la asesoría de un abogado –en los eventos en los que sea necesario -, ejercer el derecho de contradicción y presentar y solicitar las pruebas que considere pertinentes para sustentar su posición; (ii.) se les comunique de la iniciación del proceso y se permita su participación en el mismo y (iii.) se les notifiquen todas las providencias proferidas por el juez, que de acuerdo con la ley, deben serles notificadas.”

Sin embargo, el artículo 127 del Código de Procedimiento Penal, deja abierta la posibilidad de adelantar un proceso penal en ausencia del sujeto pasivo, porque se supone que el poder punitivo del Estado no puede quedar en Stand By, sino que las conductas constitutivas de un delito deben ser investigadas y sancionadas, además, no se pueden dejar de lado los derechos de las víctimas a la verdad justicia y reparación, los cuales no deberían verse truncados porque la persona presuntamente responsable no es ubicable; de igual manera el proceso no puede quedar indefinidamente abierto porque la celeridad en las actuaciones judiciales y la razonabilidad en los tiempos para adoptar decisiones de fondo, también hace parte del núcleo del debido proceso. Entonces, a la luz de la norma citada, vemos que los presupuestos para la declaratoria de la persona ausente, son los siguientes:  
“ARTÍCULO 127. AUSENCIA DEL IMPUTADO. Cuando al fiscal no le haya sido posible localizar a quien requiera para formularle imputación o tomar alguna medida de aseguramiento que lo afecte, solicitará ante el juez de control de garantías que lo declare persona ausente adjuntando los elementos de conocimiento que demuestren que ha insistido en ubicarlo. El imputado se emplazará mediante edicto que se fijará en un lugar visible de la secretaría por el término de cinco (5) días hábiles y se publicará en un medio radial y de prensa de cobertura local.

Cumplido lo anterior el juez lo declarará persona ausente, actuación que quedará debidamente registrada, así como la identidad del abogado designado por el sistema nacional de defensoría pública que lo asistirá y representará en todas las actuaciones, con el cual se surtirán todos los avisos o notificaciones. Esta declaratoria es válida para toda la actuación.

El juez verificará que se hayan agotado mecanismos de búsqueda y citaciones suficientes y razonables para obtener la comparecencia del procesado.”
Como viene de verse, es necesario, como se diría en términos coloquiales, que la Fiscalía procure ubicar por cielo y tierra al indiciado para vincularlo formalmente a la actuación a través del acto de formulación de la imputación, siendo la declaratoria de persona ausente una herramienta excepcionalísima y de última ratio para continuar con las etapas procesales del sistema penal acusatorio, así lo ha dejado por sentado la Corte
:

“En la sentencia T-737 de 2007 se resumieron los lineamientos constitucionales de la declaratoria de persona ausente (Art. 29 y 31 de la C.P.), considerando para ello las garantías del debido proceso incorporadas a través del bloque de constitucionalidad contenidas en los artículos 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En ese marco, se reiteró que si bien la vinculación como persona ausente al proceso penal restringe el ejerció del derecho al debido proceso, en especial la defensa técnica, su uso es constitucional siempre que se garanticen ciertas condiciones formales y procedimentales, a saber:
 
“a. La declaratoria de ausencia constituye el último recurso, en cuanto a las formas legales para vincular a una persona a un proceso penal. Al respecto, ha señalado la Corte: “La declaración de persona ausente no puede ser la decisión subsiguiente al primer fracaso en encontrar al procesado, pues tal como lo consagra el mismo artículo 356, acusado, sólo es posible vincular penalmente a una persona ausente "cuando no hubiere sido posible hacer comparecer a la persona que debe rendir indagatoria (...) Actuar de manera distinta comporta la nulidad de las actuaciones por violación del derecho de defensa” b. El estado tiene (i) el deber de ubicar al imputado; (ii) esta obligación consiste en utilizar todos los medios que razonablemente estén a su alcance, de acuerdo con los elementos específicos del caso concreto, para lograr la comparecencia del imputado; (iii) esta obligación no cesa en un momento determinado, sino que persiste a lo largo de todo el proceso; concretamente, la declaratoria de persona ausente, no extingue la obligación…”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, la Colegiatura puede advertir anticipadamente que encuentra fundados los reproches del accionante, por las siguientes razones:  
· El artículo 402
 del Código Penal, Ley 599 de 2000, consagra el delito de Omisión del Agente Retenedor o Recaudador, como una conducta que puede ser atribuible a una persona natural que evada su deber propio de consignar en favor del erario público el recaudo estatal de rentas, así como las personas de igual naturaleza que fungen como representantes legales o encargadas de una persona jurídica o entidad obligada, lo que le da un tinte claramente subjetivo a la conducta, dado que en últimas, el sujeto de la sanción es la persona particular que se abstiene de cumplir con tal misión legal. Sin embargo, la distinción del papel o escenario en que presuntamente se comete el reato, puede llegar a ser útil, entre otras, en la medida que ofrece alterativas de ubicación del sujeto garante, a través de la información consignada en el Registro Único Tributario RUNT. 
· En este caso, está claro que el señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes ostentaba el rol de representante legal de un establecimiento comercial denominado Confecciones CAVACI E.U., y fue bajo el cumplimiento de dicho papel que al parecer se abstuvo de realizar unas consignaciones por concepto de IVA con destino a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. En esa medida, como lo reflejan las actuaciones procesales aportadas por los distintos intervinientes de este trámite, y especialmente del Registro Único Tributario, la aludida empresa se encontraba ubicada en la Cra. 9 32-75 del Barrio Santa Isabel, en Dosquebradas, y contaba con un correo electrónico: CAVACI1@GMAIL.COM, mismo que en el Certificado de Cámara de Comercio figura como buzón destinado para notificaciones judiciales.  
· La Sala no puede desconocer que obra en el expediente un Formato de Investigador de Campo del año 2014 en que se alude que el Servidor de Policía Judicial, Juan Pablo Toro Franco, se trasladó en ciertas ocasiones a ese lugar, sin especificar fechas, y que de igual manera consignó que encontró el lugar cerrado y nadie le dio información del señor Carlos Uriel; sin embargo, si acudimos nuevamente al Certificado de Cámara de Comercio, se puede apreciar que esa empresa fue disuelta el 12 de julio de 2015, o por lo menos para ese momento se inscribió la disolución, y a partir de ese momento entró en etapa de liquidación, lo que puede hacer inferir que ese buzón de notificaciones judiciales permanecería vigente en cabeza de quien asumiera el papel de representante o administrador de la etapa sobreviniente. 
· A pesar de lo anterior, como el mismo Fiscal lo reconoció en esta acción, jamás se dirigió un oficio al lugar donde desarrollaba sus actividades la empresa, ni a las direcciones suministradas por las entidades financieras tras la búsqueda selectiva en base de datos, y previa declaratoria de persona ausente, lo que a su vez quiere decir que el Ente investigador no agotó todas las herramientas que tuvo a su alcance para vincular formalmente al procesado, pero llama aún más la atención, que el Certificado de Cámara de Comercio tan solo se obtuvo en el año 2017 por parte de la Fiscalía, por lo que hasta ese entonces se interesó en obtener copia del mismo. 
· Es cierto que el señor Carlos Uriel Valdés abandonó el país el 8 de julio de 2014, también existe constancia de la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia en ese sentido, pero en criterio de la Sala, este pudo ser un argumento más fuerte para procurar contactar a dicho ciudadano a través de la empresa en la que trabajaba, lo que en momento alguno ocurrió. 

· Además, acudamos nuevamente a lo dicho por el señor Fiscal 8 Seccional actual, quien aseveró que previo a la declaratoria de persona ausente, la Fiscalía contaba con la dirección Mz 06 Cs 24 del barrio Campestre C de Dosquebradas, pero que en la carpeta de la Fiscalía no aparece constancia alguna o citación que realizara esa Oficina para hacerle saber al procesado que debía comparecer para enterarlo de la investigación que se estaba llevando en su contra, ni para notificarle que debía presentarse a un Juzgado de Control de Garantías para imputarle cargos por la conducta punible citada. 
· Como si fuera poco lo anterior, quedó en evidencia que la DIAN aportó adjunto a su denuncia la copia de un oficio de cobro persuasivo donde se consignó otra dirección de contacto del accionante, Mz 4 Cs 3 del barrio Campestre C en Dosquebradas, dirección de la que no hay ninguna constancia de haberse enviado algún memorial previo a la declaratoria de persona ausente. 

· Pese a lo anterior, el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, con Funciones de Control de Garantías, declaró como persona ausente al señor Carlos Ariel Valdés Cifuentes, y con esto se conformó el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas al cual se le asignó el conocimiento del proceso, quien de manera mecánica dirigió comunicaciones a una dirección que desde la citación a la primera audiencia supo que no correspondía al procesado, porque así lo hizo saber una inquilina del lugar, lo que no mereció mayor atención del Juez ni tampoco de la Fiscalía, quienes al parecer cesaron su búsqueda del ciudadano, concluyendo el asunto con una sentencia condenatoria cuya validez hoy se encuentra en duda por un defecto procedimental de ese talante. 
En conclusión, para la Sala, tanto la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, como los Juzgados Primero Penal Municipal de Garantías y Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de esa localidad, quebrantaron el derecho al debido proceso del señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes, a quien se le siguió un proceso penal sin su presencia, cosa que en la práctica sería válida, si no fuera porque no se hicieron absolutamente todos los esfuerzos necesarios para procurar la ubicación del procesado y su correspondiente comparecencia al proceso. 

Acorde con lo anterior, sería del caso dejar sin efectos lo actuado dentro del proceso Rad. No. 66170-60-00066-2010-01540, a partir de la declaratoria de persona ausente celebrada el 16 de diciembre de 2016, para que se rehaga la actuación procesal permitiéndole al señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes ejercer válida y eficazmente sus derechos de defensa y contradicción; no obstante, la Sala estima que en esta oportunidad al ponderar los derechos e intereses en conflicto, los cuales serían el que le asiste al procesado al debido proceso y el que tiene la víctima, en este caso la DIAN, a la verdad, a la justicia y a la reparación, resultaría pertinente y necesario acudir a la alternativa de solución menos nociva para los derechos de las partes en conflicto, por ello creemos que la solución más pragmática será el de invalidar la ejecutoria de la sentencia dictada en las calendas del 15 de diciembre de 2.017, y de esa forma darle la oportunidad a la Defensa para que interponga el correspondiente recurso de apelación en contra del fallo de marras, acorde con la causal de la nulidad del proceso. Además, como quiera que el proceso no estaría finiquitado, la Defensa, si lo considera pertinente puede acudir a la estrategia del pago como medida para la extinción de la acción penal, lo que en últimas conllevaría a la terminación anormal del proceso penal. 

Siendo así las cosas, la Sala concederá el amparo constitucional deprecado por el accionante, y en consecuencia dejara sin eficacia la ejecutoria de la sentencia condenatoria proferida el 15 de diciembre de 2.017, y en tal sentido le ordenará al Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas que una vez solicite la devolución del expediente al Juzgado que vigila la ejecución de la pena, proceda en el término de 72 horas a realizar los actos necesarios para notificarle al señor Carlos Uriel Valdés Cifuentes en debida forma el contenido de dicha sentencia condenatoria, para que de esa forma, dicho sujeto procesal, si lo considera pertinente proceda a interponer el correspondiente recurso de apelación
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa de los cuales es titular el señor CARLOS URIEL VALDÉS CIFUENTES, vulnerados por la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, y Juzgados 1º Penal Municipal de Dosquebradas y 2º Penal del Circuito de Dosquebradas.
SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS LA EJECUTORIA de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas el 15 de diciembre de 2017 en el proceso penal de radicado 66170-60-00066-2010-01540. 

TERCERO: ORDENAR al Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas que solicite la devolución del expediente al Juzgado que vigila la ejecución de la pena del señor CARLOS URIEL VALDÉS CIFUENTES, y cuando esto ocurra, proceda en el término de 72 horas a realizar los actos necesarios para notificarle en debida forma el contenido de dicha sentencia condenatoria, para que de esa forma, ese sujeto procesal, si lo considera pertinente proceda a interponer el correspondiente recurso de apelación.
CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso, se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
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� ARTICULO 402. OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016_pr007.html" \l "339" �339� de la Ley 1819 de 2016. El nuevo texto es el siguiente:> El agente retenedor o autorretendor que no consigne las sumas retenidas o autorretenidas por concepto de retención en la fuente dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha fijada por el Gobierno nacional para la presentación y pago de la respectiva declaración de retención en la fuente o quien encargado de recaudar tasas o contribuciones públicas no las consigne dentro del término legal, incurrirá en prisión de cuarenta (48) a ciento ocho (108) meses y multa equivalente al doble de lo no consignado sin que supere el equivalente a 1.020.000 UVT.


En la misma sanción incurrirá el responsable del impuesto sobre las ventas o el impuesto nacional al consumo que, teniendo la obligación legal de hacerlo, no consigne las sumas recaudadas por dicho concepto, dentro de los dos (2) meses siguiente a la fecha fijada por el Gobierno nacional para la presentación y pago de la respectiva declaración del impuesto sobre las ventas.


El agente retenedor o el responsable del impuesto sobre las ventas o el impuesto nacional al consumo que omita la obligación de cobrar y recaudar estos impuestos, estando obligado a ello, incurrirá en la misma penal prevista en este artículo.


Tratándose de sociedades u otras entidades, quedan sometidas a esas mismas sanciones las personas naturales encargadas en cada entidad del cumplimiento de dichas obligaciones.


PARÁGRAFO. El agente retenedor o autorretenedor, responsable del impuesto a la ventas, el impuesto nacional al consumo o el recaudador de tasas o contribuciones públicas, que extinga la obligación tributaria por pago o compensación de las sumas adeudadas, según el caso, junto con sus correspondientes intereses previstos en el Estatuto Tributario, y normas legales respectivas, se hará beneficiario de resolución inhibitoria, preclusión de investigación o cesación de procedimiento dentro del proceso penal que se hubiere iniciado por tal motivo, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar.






 Página 2 de 21

